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BOLETIN Nº 816‑10 (S).

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL "ACUERDO BASICO DE COOPERACION CIENTIFICA Y TECNOLOGICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA".

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional denominado "Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América", suscrito en Washington, el 11 de mayo de 1992, y sometido a vuestra consideración en segundo trámite constitucional, después de haber sido aprobado por unanimidad en el H. Senado, tanto en su Sala como en su Comisión de Relaciones Exteriores.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES.

1.‑ E1 Acuerdo Básico  de Cooperación Científica y Tecnológica en informe, suscrito durante la visita oficial que S.E. el Presidente de la República efectuó a los Estados Unidos de América, enmarca en el proceso de creciente fortalecimiento de la relación bilateral y su propósito fundamental, según el mensaje, es establecer un marco jurídico adecuado para fomentar la cooperación científica y el desarrollo tecnológico con fines pacíficos entre ambos países.

2.‑ Desde el punto de vista jurídico, estos acuerdos básicos de cooperación son tratados internacionales en los que las Partes Contratantes se limitan a definir los grandes lineamientos de las acciones que ejecutarán en el futuro, según los alcances de los acuerdos complementarios que celebren en el seno de los órganos mixtos que se crean para dar cumplimiento al tratado. En el orden normativo interno, estos acuerdos básicos deben ser aprobados por el Congreso Nacional antes de su ratificación por el Presidente de la República, excepto sus acuerdos complementarios que no incidan en materias propias de ley, conforme lo dispuesto por los artículos 32, Nº 17. y 50, Nº 1, de la Constitución Política.

3.‑ Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, cabe consignar que la idea matriz o fundamental del proyecto de acuerdo sometido a vuestra consideración es aprobar el tratado internacional antes identificado, el cual la H. Cámara sólo puede aprobar o desechar, sin modificar sus disposiciones.

Lo anterior es sin perjuicio de las enmiendas formales que se pudiera estimar necesario introducir al artículo único del proyecto de acuerdo en trámite.

4.‑ La Comisión de Relaciones Exteriores del H. Senado, informó favorablemente la aprobación de este tratado, por considerarlo plenamente justificado y conveniente a los intereses nacionales, en atención a que permitirá alcanzar los objetivos de cooperación científica y tecnológica que persigue el Gobierno de nuestro país y el de los Estados Unidos de América.

Se puede agregar que la H. Cámara ya ha aprobado diversos tratados análogos al que os informamos en este acto, como los suscritos con Brasil, Colombia, E1 Salvador, Jamaica, Kenya, Malasia, México, Paraguay y Turquía.

II.‑ RESEÑA DEL TRATADO SOMETIDO A LA CONSIDERACION DE LA H. CAMARA.

Este instrumento, del cual se adjunta una copia a este informe, consta de doce artículos y dos Anexos: el I, relativo a "Propiedad Intelectual", y el II, concerniente a la "Protección de Tecnología Sensitiva".

Su contenido normativo fundamental es el siguiente:

En el artículo I, el Gobierno de Chile y el de los Estados Unidos de América (en adelante, "las Partes") contraen el compromiso de fomentar la cooperación científica y tecnológica con fines pacíficos entre ambos países; y señalan que el principal objetivo de esta cooperación es proporcionar oportunidades para intercambiar ideas, información, habilidades, técnicas y colaborar en problemas de interés mutuo.

A1 tenor de los artículos II, III, IV, VIII y IX, la cooperación podrá consistir, principalmente:

‑ En el intercambio de información científica y técnica, y de científicos, técnicos y expertos:

‑ En la realización de seminarios y reuniones conjuntas;

‑ En la ejecución conjunta de proyectos de investigación en ciencias básicas y aplicadas: eventualmente, con la participación de científicos, expertos y técnicos, agencias e instituciones de terceros países u organizaciones internacionales, y

‑ En contactos y cooperación directa entre agencias gubernamentales, universidades, instituciones de educación superior, centros de investigación y desarrollo.

Las actividades específicas a ejecutar y su financiamiento serán objeto de acuerdos complementarios que las Partes podrán celebrar durante la vigencia de este tratado, conforme lo dispuesto por los artículos III y V.


No obstante, todas esas actividades deberán ser ejecutadas de acuerdo  con la legislación interna de las Partes y estarán sujetas a la disponibilidad de fondos correspondientes, según lo señalado en el artículo VI.

La información científica y técnica derivada de la cooperación llevada a cabo bajo este tratado estará sujeta al tratamiento siguiente:

a) La información de naturaleza no propietaria; es decir, aquella que no reúne los requisitos de la propiedad intelectual, las Partes la pondrán a disposición de la comunidad científica mundial a través de los conductos acostumbrados (inciso primero del artículo X).

b) E1 tratamiento de la información propietaria; esto es, de la amparada por el régimen de la propiedad intelectual, lo regula el Anexo I del tratado (inciso segundo del artículo X).

c) Respecto de la información tecnológica sensitiva las Partes contraen obligaciones recíprocas de seguridad que se establecen en el Anexo II (inciso tercero del artículo X).

Lo sustancial de lo dispuesto en dichos Anexos, es lo siguiente:

La propiedad intelectual protegida en el Anexo I, comprende los derechos enumerados en el párrafo viii), del artículo 2 del Convenio que establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), promulgada en el país mediante el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 265, de 1975.

En dicho precepto se incluyen los derechos relativos a las obras literarias, artísticas y científicas; a las invenciones en todos los campos de la actividad humana; a los descubrimientos científicos; a los dibujos y modelos industriales, y a las marcas comerciales, entre otros (capítulo I, letra B).

Las disputas concernientes a la propiedad intelectual que se susciten en relación a las actividades de cooperación, serán resueltas mediante consultas entre las instituciones interesadas o, si fuere necesario, directamente por las Partes o sus representantes. Si por tales medios no se llega a solución, se recurrirá al arbitraje, el que se regirá por los reglamentos de la Comisión de las Naciones Unidas para el Desarrollo del Derecho Mercantil Internacional (UNCITRAL) (capítulo I, letra D).

Mediante las normas de este Anexo I, se excluyen del régimen del tratado las actividades de cooperación que tengan por propósito producir inventos en las áreas que una de las Partes considere, de acuerdo a su legislación, como materias no patentables (capítulo I, letra F).

A1 respecto, cabe tener presente que en Chile no son patentables las razas animales, los métodos de tratamiento quirúrgico o terapéutico del cuerpo humano o animal, así como tampoco los métodos de diagnóstico aplicados al cuerpo humano o animal, según el artículo 37 de la ley Nº 19.039, que establece las normas aplicables en el país a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial.

Las normas del Anexo I no constituyen obligación alguna de las Partes para modificar su normativa interna de propiedad intelectual, en ninguno de sus aspectos, sino que sólo dispone la titularidad y forma de explotación cuando los derechos intelectuales derivan de actividades conjuntas realizadas en virtud de este tratado.

Sobre la titularidad de derechos, regulada en el capítulo II del Anexo I, se dispone que respecto de los artículos en publicaciones científicas y técnicas, los informes y los libros que directamente se originan en actividades de cooperación, cada Parte tendrá derecho a una licencia no exclusiva, irrevocable y gratuita de regalías en todos los países, para traducirlos, reproducirlos y distribuirlos públicamente, sin más limitación que indicar el nombre de sus autores (capítulo II, letra A).

En seguida, el Anexo I se ocupa de los derechos de propiedad intelectual e industrial en el caso de los investigadores visitantes: de las investigaciones conjuntas y de la propiedad protegida sólo por una de las Partes.

En el primer caso, los derechos quedan sujetos a las políticas de la institución huésped, pero cada visitante designado como inventor tendrá derecho a una proporción de la regalía que se perciba por la licencia de dicha propiedad intelectual (capítulo II, letra B, Nº 1).

En el caso de las investigaciones conjuntas, cada Parte tendrá derecho a obtener todos los derechos e intereses en su propio territorio, en tanto que en terceros países los derechos serán determinados en un arreglo de puesta en práctica, sin perjuicio de la proporción en la regalía que corresponda a los inventores (capítulo II, letra B, Nº 2, letra a)).

Cuando un tipo de propiedad intelectual esté disponible bajo las leyes de una Parte pero no de la Otra, la Parte cuyas leyes disponen este tipo de protección tendrá derecho a todos los derechos, sin perjuicio de las regalías de los inventores de ambas Partes (capítulo II, Nº 2, letra b)).

E1 Anexo I regula, además, el tratamiento de la información empresarial‑confidencial, definida como aquélla de la cual la persona que la tiene puede obtener un beneficio económico o una ventaja competitiva sobre aquéllos que no la tienen, si la información no es de conocimiento público o no está disponible al público, y si el propietario no la ha hecho disponible previamente sin notificar oportunamente la obligación de mantenerla confidencial.

Respecto de este tipo de información, cada Parte y sus participantes se comprometen a protegerla de acuerdo con las leyes, reglamentos y prácticas administrativas aplicables.

En el Anexo II, relativo a la protección de tecnología sensitiva, las Partes acuerdan que no se proporcionará ninguna información o equipo necesario de proteger por razones de seguridad nacional, como aquéllos que sean material clasificado por cualquiera de las Partes.

Si esta información fuere creada o proporcionada sin intencionalidad durante la ejecución de los proyectos de cooperación, las Partes se comprometen a no revelarla sin autorización, en conformidad a la normativa interna aplicable. En caso de que inadvertidamente se revelare esta información a receptores no autorizados, la Parte de donde ella procede deberá ser informada.

Las dificultades en este plano serán resueltas por consultas entre las Partes.

Finalmente, el Anexo II establece que las normas de este tratado, o acuerdo, no sustituyen las obligaciones internacionales, leyes y reglamentos nacionales de cada Parte con respecto a transferencias y divulgación de información y equipos sujetos a leyes y reglamentos de exportación y reexportación.

III.‑ DECISIONES DE LA COMISION.

A) Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana al estudiar este tratado concluyó que su parte principal responde, en gran medida, a las características de todos los convenios básicos de cooperación bilateral que nuestro país ha celebrado, particularmente de los que han sido aprobados por la H. Cámara en el curso del actual Período Legislativo.

En cambio, la normativa de sus Anexos I y II no es común en este tipo de tratados. Atendida su complejidad, se estimó necesario escuchar sobre su alcance al señor Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Álvaro Briones Ramírez, y al señor Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, don Eduardo Vío Grossi.

E1 señor Subsecretario señaló, en lo esencial, que las normas del Anexo I se ajustan en todo a la normativa interna y no imponen compromisos ni obligaciones que puedan alterar la legislación nacional en la materia.

Agregó que el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción es partidario de la aprobación de este tratado, por cuanto constituye un aporte valioso para el desarrollo tecnológico e industrial del país, a través de su vinculación con la tecnología avanzada de los Estados Unidos de América.

Precisó que la tecnología sensitiva a que refiere el Anexo II, se vincula a material clasificado que los Gobiernos pueden tener interés en proteger.

Por todo lo expuesto en este informe y por las consideraciones que podrá agregar el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana acordó, por unanimidad, proponer a la H. Cámara que apruebe el Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre Chile y los Estados Unidos de América, suscrito el 14 de mayo de 1992, y que para tal efecto adopte el proyecto de acuerdo respectivo en los mismos términos en que lo hizo el H. Senado.

B) E1 texto del artículo único que la Comisión os sugiere aprobar es del tenor siguiente:

"Artículo único.‑ Apruébase el "Convenio Básico de Cooperación Científica y Tecnológica suscrito entre el Gobierno de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América", suscrito en Washington, el 14 de mayo de 1992.".

C) Cabe consignar, al tenor de los N°s 2 y 4 del artículo 286 del Reglamento de la Corporación, que el tratado en informe no contiene disposiciones orgánicas constitucionales, de quórum calificado o que deban ser informadas por la Comisión de Hacienda.

D) Vuestra Comisión acordó, por unanimidad, designar Diputado Informante al H. Diputado MORALES ADRIASOLA, don JORGE.

Acordado en sesiones de los días 14 y 20 de julio de 1993, con la asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge (Presidente de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Dupré Silva, don Carlos; Le Blanc Valenzuela, don Luis; Mekis Martínez, don Federico; Morales Adriasola, don Jorge; Ribera Neumann, don Teodoro; Rocha Manrique, don Jaime, y Rojos Astorga, don Julio.

SALA DE LA COMISION, a 27 de julio de 1993.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión

